El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas: 


PETICIÓN / CUMPLIMIENTO FALLO JUDICIAL DE JUZGADO ADMINISTRATIVO / RELIQUIDACIÓN / REVOCA / INMEDIATEZ / IMPROCEDENTE -   En el caso concreto, pretenden las accionantes, como ya se ha dicho, se ordene a las entidades demandadas resolver la petición elevada el 20 de mayo de 2016, relacionada con el cumplimiento de una sentencia judicial. 

Sin embargo, solo el 24 de octubre del año pasado solicitaron la protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de un año y cinco meses después de la fecha en que radicaron su petición, sin que hayan actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demandan el amparo.

Y de otro lado, no se evidencia la existencia de causa alguna que justifique los motivos por los que permitieron que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. Tampoco se encuentra demostrado que las accionantes tengan la calidad de personas de especial protección constitucional, circunstancia que le hubiera permitido a esta Sala realizar un estudio más flexible del requisito de procedibilidad de que trata. 

Así las cosas, se concluye que se halla ausente el requisito de inmediatez que se analiza y por tal razón el amparo reclamado resulta improcedente, pues si las demandantes consideraban afectados sus derechos fundamentales con la falta de respuesta por parte de las entidades accionadas a su petición, han debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, como a ello no procedieron, se permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 

Se revocará entonces la sentencia que se revisa, en la cual se definió el fondo del asunto sin antes entrar a analizar los requisitos de procedencia del amparo, uno de los cuales, como se vio, se encuentra incumplido.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

 
  Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

 
  Pereira, enero diecinueve (19) de dos mil dieciocho (2018)

 
  Acta No. 09 del 19 de enero de 2018

  Expediente No. 66001-31-10-002-2017-00633-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 8 de noviembre último, en la acción de tutela que instauraron las señoras Alba Lucía y Marleny Agudelo Molina contra esa entidad y frente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, administrado por la Fiduciaria La Previsora SA. 
ANTECEDENTES

1. Relató el apoderado de las demandantes los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante Resolución No. 040 de 2009, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación de Risaralda, reconoció pensión al señor Giovanny Agudelo Molina.
1.2 El 24 de febrero de 2012 se solicitó al citado ente territorial revisar ese acto administrativo e incluir la totalidad de factores salariales devengados en el año inmediatamente anterior. Ante la negativa de esa entidad, se promovió demanda de reparación directa con el fin de obtener la reliquidación pensional.
1.3 Dicho proceso fue definido en primera instancia por el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira, el cual negó las pretensiones de la demanda. Sin embargo, con ocasión al recurso de apelación que formuló, el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda revocó esa decisión y ordenó la reliquidación solicitada.
1.4 El 29 de octubre de 2015 se formuló ante la Secretaría de Educación, solicitud de cumplimiento del fallo judicial, a lo cual se accedió mediante acto administrativo No. 208 del 8 de febrero de 2016.

1.5 A pesar de lo anterior, el 20 de mayo de 2016 pidió nuevamente a ese ente departamental acatar la mencionada sentencia, pero a la fecha y luego de transcurrido más de un año, la entidad no ha proferido respuesta alguna. 
1.6 El señor Agudelo Molina falleció el 3 de febrero de 2016 y como no tenía hijos ni esposa, sus únicos herederos son sus hermanos Humberto, Marleny, Luz Dari, María Ledia, Óscar de Jesús, Alba Lucía y Adiela Agudelo Molina.

2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a las entidades accionadas resolver sobre solicitud elevada.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 25 de octubre último se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2. Dentro del trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Vicepresidente Encargado del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio indicó que la Fiduprevisora no ha lesionado derecho alguno a las accionantes, como quiera que la solicitud fue presentada ante el ente territorial, el cual es el encargado de recibir y contestar los derechos de petición elevados por los docentes; la fiduciaria carece de potestad para emitir, revocar o modificar actos administrativos relacionados con las prestaciones económicas de los maestros afiliados a ese Fondo, responsabilidad que también recae en las Secretarías de Educación, mientras que la competencia de aquella, de conformidad con el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, se limita a impartir aprobación a los proyectos de actos administrativos que tales entidades expidan, razón por cual carece de legitimación en la causa por pasiva.
Solicita se declare improcedente el amparo frente a la Fiduprevisora, la cual actúa como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y se ordene al ente territorial pronunciarse sobre la petición elevada.

2.2 Profesionales Universitarios de la Dirección Administrativa de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda señalaron que ante la Fiduprevisora se adelantaron los trámites necesarios para legalizar la prestación social posterior al fallecimiento del docente titular del derecho, como quiera que inicialmente se registraba como pagada desde el mes de marzo de 2016, lo que generó inconvenientes ante la entidad bancaria y para su reclamación por parte de los interesados. Con posterioridad se ejecutaron varias aclaraciones y “el día de mañana… se procedera (sic) a la legalización del acto administrativo tendiente a la modificación de la situación administrativa” a favor de los herederos del causante, teniendo en cuenta las directrices de la fiduciaria relacionadas con el “historial laboral prestacional del docente y beneficiarios”, resolución que será notificada al abogado de la parte actora, a quien, además, se le ha enterado de todas las otras actuaciones desplegadas en este caso “vía telefónica móvil y personal”.
Después de explicar el trámite para el reconocimiento de prestaciones
sociales, concluyeron que la entidad que representan no ha lesionado derecho alguno a las demandantes, pues se ha actuado conforme a derecho y de conformidad con las políticas determinadas por la Fiduprevisora.
Pidieron no acceder a las pretensiones de la demanda y exonerar de cualquier responsabilidad al ente territorial.

3. Mediante sentencia del 8 de noviembre pasado el señor Juez Segundo de Familia de Pereira concedió el amparo invocado y ordenó al Secretario de Educación Departamental de Risaralda suministrar respuesta a la petición elevada el 20 de mayo de 2016, mediante la expedición del proyecto de acto administrativo que corresponda y su posterior envío para aprobación a al Fiduprevisora, trámite que se deberá finalizar en los estrictos términos consagrados en las normas respectivas. Al representante legal de la Fiduprevisora le ordenó surtir sin dilación alguna la actuación relativa a la aprobación o no del citado proyecto de acto administrativo, una vez lo reciba. Además, mandó que todas estas decisiones deberían ser notificadas a la parte actora de manera personal.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia y normas que consideró aplicables al caso, estimó, en primer lugar, que si bien no existe prueba del recibido de la petición que dice la parte actora formuló el 20 de mayo de 2016, las entidades accionadas aceptaron ese hecho de forma tácita. De conformidad con la sentencia C-1247 de 2001 el lapso respectivo para resolver solicitudes de reconocimiento de pensión de sobrevivientes es de dos meses. Sin embargo, en este caso la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda no ha cumplido con los términos establecidos para emitir el proyecto de acto administrativo y para remitirlo a la Fiduprevisora a efecto de su aprobación, tal como ese mismo ente territorial lo aceptó en su contestación, al afirmar que “procederá a la legalización del acto administrativo tendiente a la modificación de la situación administrativa”. 
4. Inconforme con el fallo, la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda lo impugnó, bajo similares argumentos expuestos en la contestación de la demanda.  
5. En escrito allegado el 20 de noviembre siguiente, el Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio informó que hasta esa fecha la Secretaría de Educación Departamental no había remitido el expediente con la corrección de los errores advertidos, a efecto de darle un nuevo estudio a la prestación objeto del amparo, de acuerdo con el Decreto 2831 de 2005. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde resolver a esta Sala, primero, si la presente solicitud de amparo cumple con el presupuesto de la inmediatez; en caso positivo, se establecerá si la entidad accionada lesionó los derechos fundamentales invocados por las accionantes, al no suministrar respuesta a la petición que elevaron el 20 de mayo de 2016, relacionada con el cumplimiento de sentencia judicial que ordenó la reliquidación de la pensión reconocida a su causante. 

3. Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

Y refiriéndose de manera concreta al mismo presupuesto, respecto del derecho de petición, dijo:

“Conforme con lo anterior, la peticionaria estaba legitimada para reclamar, por vía de la acción de tutela, el amparo de su derecho fundamental de petición a partir del 3 de noviembre de 2003, día hábil siguiente al vencimiento para CAJANAL del término legal previsto para dar una respuesta preliminar sobre el petitum que le fuera formulado.

De esta manera, llama la atención de esta Sala que la Señora Gómez haya dejado transcurrir 1 año, 7 meses y 15 días entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.

Así, atendiendo a la jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio de inmediatez como presupuesto procesal de la acción de tutela, resulta claro que, tal como lo considerara el Juez de Instancia, en el caso bajo estudio no se observó el plazo razonable para reclamar la protección del Juez Constitucional.

En este orden de ideas, la protección que aquí se invoca ha perdido sus atributos de actualidad y urgencia, con lo cual ha quedado desnaturalizada.”
 

4. En el caso concreto, pretenden las accionantes, como ya se ha dicho, se ordene a las entidades demandadas resolver la petición elevada el 20 de mayo de 2016
, relacionada con el cumplimiento de una sentencia judicial. 
Sin embargo, solo el 24 de octubre del año pasado solicitaron la protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de un año y cinco meses después de la fecha en que radicaron su petición, sin que hayan actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demandan el amparo.

Y de otro lado, no se evidencia la existencia de causa alguna que justifique los motivos por los que permitieron que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. Tampoco se encuentra demostrado que las accionantes tengan la calidad de personas de especial protección constitucional, circunstancia que le hubiera permitido a esta Sala realizar un estudio más flexible del requisito de procedibilidad de que trata. 
Así las cosas, se concluye que se halla ausente el requisito de inmediatez que se analiza y por tal razón el amparo reclamado resulta improcedente, pues si las demandantes consideraban afectados sus derechos fundamentales con la falta de respuesta por parte de las entidades accionadas a su petición, han debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, como a ello no procedieron, se permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 

5. Se revocará entonces la sentencia que se revisa, en la cual se definió el fondo del asunto sin antes entrar a analizar los requisitos de procedencia del amparo, uno de los cuales, como se vio, se encuentra incumplido. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 8 de noviembre último, dentro de la acción de tutela que formularon las señoras Alba Lucía y Marleny Agudelo Molina contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, administrado por la Fiduciaria La Previsora SA. En su lugar se declara improcedente el amparo.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Con ausencia justificada)
� Corte Constitucional. Sentencia T-580 del 2011. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Sentencia T-1148 de 2005


� Si bien no existe prueba del recibido de esa solicitud, tal como lo indicó el juez de primera instancia, las entidades demandadas en sus contestaciones aceptaron de forma tácita ese hecho


� Folio 6 cuaderno No. 1
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